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Objetivo general:
El objetivo de este trabajo consiste, en resaltar los puntos principales de las leyes de salud mental de nuestro país, que se encuentren en concordancia con el espíritu de la ‘Declaración de Caracas de 1990’.

Objetivos:

A tal fin se analizarán: la ley Nacional de Salud Mental, las leyes de salud mental de las provincias de: Entre Ríos, San Juan, Río Negro, Buenos Aires, Santa Fe, Córdoba.
Introducción: 
1. La ‘Declaración de Caracas de 1990’.
En 1990 se realizó en la ciudad de Caracas, la Conferencia regional para la Reestructuración de la Atención Psiquiátrica en América Latina, adoptándose luego la Declaración de la ciudad del mismo nombre, destinada a crear las estrategias, para lograr dicha estructuración.

¿Por qué propugnaba dicha declaración?

Fundamentalmente por la actualización de las legislaciones nacionales en la materia con el fin último de preservar los derechos humanos de las personas afectadas de padecimiento psiquiátrico.

Así como establecer evaluación de la práctica de los sistemas nacionales de salud mental.

¿Cuál es el interés que tomó como objeto a esta población de pacientes?

Como sostiene Vázquez (   ), por ser considerados como un grupo que requiere protección especial debido a su particular condición de vulnerabilidad, impotencia y abandono.

¿Por qué se consideraba que no se contemplaban los derechos humanos en el ámbito de la internación en hospitales psiquiátricos?

Pues se suponía que el hospital aísla al enfermo, creando condiciones que ponen en peligro los derechos humanos y civiles.

¿Cuáles eran los derechos fundamentales de todo ser humano, que se proponía garantizar?

La vida, la dignidad personal, la integridad física, psíquica y moral, la libertad personal, las garantías judiciales, la libertad de pensamiento y expresión, el derecho a la propiedad privada, a la circulación y residencia, los derechos políticos, la igualdad ante la ley y la protección judicial.

¿Qué innovación establecía?

Como dice Vázquez (   ) un sistema de protección de derechos humanos en el contexto de las personas con trastornos mentales que no existía con anterioridad a su promulgación.
¿Qué proponía?

La máxima libertad posible de éstas personas, a fin de que pudieran ejercer sus derechos civiles, en su hábitat cotidiano, así como cumplir con sus obligaciones de ciudadanos. Instando para ello, a la colaboración de todos los sectores de la comunidad, dentro del marco responsable del ejercicio de la ciudadanía, para garantizar el uso y el respeto por los derechos y obligaciones que otorgan las leyes.
Este consenso, habla de una necesidad implícita de participación, de todos los actores sociales de la comunidad, debido a que la salud, se entiende como un fenómeno de responsabilidad social, y tiene que ver con el entorno (medio ambiente).

Como ejemplo, todos deberíamos estar informados, en relación al tratamiento de las personas con padecimiento psiquiátrico.

El estar informados nos protege y responsabiliza a la vez.

La participación de los distintos sectores de una comunidad, a través del diálogo, la información, las identificaciones saludables, disminuye los riesgos de enfermar, en sectores que por sus características, no tienen acceso a la información, y el intercambio participativo.

La toma de responsabilidad social, también incluye el factor económico, como principio de autogestión, en la implementación de los proyectos y/o programas consensuados.

El efecto que la implementación de estas estrategias consensuadas con todos los sectores tenga, podrá ser evaluado, por distintos indicadores construidos, en relación a los objetivos propuestos, y guiará la acción futura, así como más toma de conciencia de la comunidad, por el efecto percibido como cambio, a partir de la autogestión.

Así el control social, también es en parte delegado por el Estado democrático a la comunidad pues, la participación también incluye información, no sólo sobre salud sino sobre prácticas de vida y comportamientos saludables, que tratan de desplazar a otros que no lo son tanto, sobre todo por sus efectos perjudiciales sobre la salud en general.

En la participación comunitaria están los ciudadanos, representándose individualmente a ellos mismos, y a las Instituciones a las cuales pertenecen, de esta manera el consenso y toma de decisiones, asciende hacia estratos de mayor representación en el conjunto total de la sociedad.

La salud - enfermedad es un proceso dinámico, definido tanto por factores sociales, históricos, políticos, económicos y culturales, factores en tensión que dan un resultado, que refleja el estado de ese proceso, en el aquí y ahora de una comunidad determinada.

La prioridad de la participación comunitaria, y su autogestión debe ser el “excluido”, debiendo definir cada comunidad, cuáles son sus características, causas, y obstáculos que presenta su resolución.

Cuando hablamos del aquí y ahora de una comunidad determinada, hablamos de su contexto, el cual implica también límites a las estrategias a implementar, tanto contingentes como propias de las diferencias entre los distintos intereses sectoriales, que pugnan para implementar sus ideas en la toma de decisiones. 

Justamente las características del contexto determinarán la viabilidad o no, de la participación comunitaria y de sus efectos.

Los actores que pertenecen a distintas organizaciones, se verán influenciados por las premisas de las mismas, y a la vez, las diferencias entre éstas, determinarán mayor o menor participación, dependiendo de la etapa de la participación comunitaria (planteamiento de los problemas, confección de prioridades, desarrollo de la lógica de la gestión a implementar, implementación, evaluación).

Al haber mayor participación, una vez logrado el consenso, esta forma de integración, produce de por sí cambios.

La participación de la mayor cantidad de individuos, organizaciones o grupos de una comunidad, posibilita la puesta en acto de la diferencia. Lo múltiple sale a escena, y desafía a los decisores a diseñar políticas que no eviten enfrentar la tensión entre discursos, representaciones y objetivos diferentes y hasta opuestos.

El hecho de que cada comunidad encuentre la manera de aplicar las políticas públicas, en su contexto; el crear la propia supervisión de los ciudadanos, en el proceso de la atención en salud mental; y establecer mecanismos de aprendizaje en red, constituyen también una nueva forma de considerar la gobernabilidad.

La salud es desarrollo, y la participación de los ciudadanos, en este tema, no sólo puede mejorarla, sino fortalecer el estado democrático, en el cual mediante el diálogo, también se logra desarrollo, madurez social, toma de conciencia de la sociedad, en la cual los ciudadanos están insertos, creándola.

¿Cuáles serían los puntos a asegurar en una ley nacional de Salud Mental conforme a los principios rectores de la declaración?
Que las políticas de salud mental tengan conformidad a la preservación de los derechos humanos de los pacientes psiquiátricos, que el plan nacional esté en coordinación con las provincias y la Ciudad autónoma de buenos aires, articulando políticas y actividades. Que los establecimientos de los tres subsectores (estatal, público y privado) figuren en un registro único con auditoria de la calidad de las prestaciones, así como un sistema estadístico que permita la planificación estratégica, y la información centralizada. Que su personal sea incluido en programas de capacitación.
Estimar anualmente un presupuesto operativo para dar cobertura a esta red de salud mental. Los recursos deberían ser destinados hacia tratamientos ambulatorios, internación parcial, y atención domiciliaria.
Crear programas para salvar la brecha entre el sistema actual de los servicios y aquel por crearse.

Mantener un control del ejercicio de las profesiones de acuerdo a la legislación vigente.
La propuesta planteada en la ‘Declaración de Caracas de 1990’ se resume en el término participación, y la responsabilidad de la gestión, consiste en inventar dispositivos que la hagan posible.

Desarrollo:
1. Ley Nacional de salud Mental.
Presenta en su capítulo I, que habla de ‘Derechos y Garantías’, el objetivo de asegurar el respeto por los derechos humanos de las personas con discapacidades mentales, tomando como precedente los compromisos internacionales respectivos.

Considera como parte integrante de su texto, entre otros, la ‘Declaración de Caracas’, como orientadora de políticas públicas.

La ley define a la Salud Mental, como un proceso, determinado por múltiples variables, continuo, y a construir socialmente. 

Donde la atención comunitaria, en el medio ambiente del enfermo, y con la conservación de sus redes sociales, deberá tender a conservar los derechos humanos y civiles del mismo.

En la misma definición de salud mental, elimina toda forma discriminatoria, que pueda ser tomada como psicopatológica, en el momento de realizar un diagnóstico y programar un tratamiento. Por ejemplo: demandas familiares, falta de conformidad con valores de la comunidad a la que pertenece, existencia de hospitalizaciones anteriores.

Asimismo, explica que la existencia de diagnóstico en Salud Mental, no autoriza a presumir riesgo de daño e incapacidad, ya que existen otras condiciones como las de vida en general que también determinan las condiciones de salud mental de los enfermos.
El ámbito de aplicación de la ley incluye a servicios de salud públicos y privados, prohibiéndose la creación de nuevos neuropsiquiátricos en esos ámbitos, y debiendo realizarse las internaciones psiquiátricas en hospitales generales.
Dentro de los derechos, de las personas que padecen enfermedad mental, establece, el derecho a la información que poseen las mismas, de todo cuanto concierne a su tratamiento, introduciendo el consentimiento informado, como instrumento que salvaguarda derechos y obligaciones, tanto de los usuarios como de los prestadores.

Esto se encuentra relacionado con el derecho que tiene el paciente a tomar decisiones en  cuanto a su tratamiento, dentro de sus posibilidades, las cuales deben ser analizadas de acuerdo a su nivel de comprensión, nivel de autonomía, aceptación y cooperación que brinde, y potencial daño a sí mismo y a terceros, evaluado en un momento dado.

El respeto a la libertad de comunicación como derecho, procura el mantenimiento de los vínculos del paciente internado, y se establece siempre y cuando, no atente contra el beneficio del mismo. En cuyo caso, se procederá terapéuticamente a un distanciamiento parcial y temporario.

En cuanto a la modalidad de abordaje, establece que la atención debe estar a cargo de un equipo interdisciplinario (psiquiatra, psicólogo, trabajador social, enfermero, terapista ocupacional); con acreditación de títulos, capacitación continua, y protección de su salud integral; en el marco de la atención primaria de la salud, centrada en la comunidad, con distribución geográfica y estratégica de red y niveles de complejidad, haciendo hincapié en la prevención.

Asimismo asegurará acciones que fomenten la inclusión laboral y social de los enfermos mentales, a través de por ejemplo, capacitación socio-laboral y cooperativas de trabajo.
En cuanto al abordaje psicofarmacológico, tiende a asegurar la utilización terapéutica específica, acorde a estándares científicos internacionales y regulada por principios éticos, nunca para suplir necesidad de otro tipo de cuidados o asistencia ni como castigo por acciones emprendidas por el enfermo, siempre en presencia de una evaluación psiquiátrica, y no de renovación automática.
La labor tendiente a incluir socialmente al enfermo mental, se relaciona con la prohibición de mantener la internación psiquiátrica como recurso, ante la falta de trabajo, vivienda o familia que lo contenga.

En la internación involuntaria de personas con padecimiento mental debe constar la justificación fehaciente de que existe un riesgo, para tomar la internación como recurso terapéutico, si han fracasado, o no son posibles, los dispositivos ambulatorios de tratamiento.

En el caso de que se haga necesaria la derivación del enfermo a otro lugar geográfico, siendo esta involuntaria, para su atención solo se podrá llevar a cabo, previa información al Ministerio Público de la Defensa, si en el lugar de destino, cuenta con mayor apoyo de red social.

La presente ley designa al Ministerio de Salud de la Nación, como su autoridad de aplicación, obligando a crear un Plan Nacional de Salud Mental, con incremento del presupuesto destinado a tal efecto. Instando a las universidades a formar profesionales de Salud Mental, dentro de los lineamientos de la misma.

Censando cada dos años, supervisando los establecimientos de salud mental y sus internos, y estableciendo mínimos estándares para su habilitación, y creando planes de prevención y de inserción socio-laboral en el ámbito de la salud mental, dictando la manera en que deben participar las asociaciones de usuarios y familiares, y como las obras sociales deben ajustarse a la presente ley, a través de su organismo regulador: la Superintendencia de Servicios de Salud.
El órgano de revisión de los lineamientos de la presente ley es el Ministerio Público de la Defensa, creado para proteger los derechos humanos de los usuarios de Servicios de Salud Mental, integrado por profesionales de múltiples disciplinas.

Evalúa las condiciones de calidad de los servicios prestados, los tiempos de internación, vela por el cumplimiento de los derechos de las personas inhabilitadas y colabora con la capacitación de los efectores.

El Estado Nacional según esta ley, debe brindar cooperación técnica, económica, de capacitación y asesoramiento.
2. Ley de salud mental de la provincia de Entre Ríos.
La ley de salud mental de la provincia de Entre Ríos, nombra en su artículo I, la igualdad de derechos de los pacientes con enfermedades psiquiátricas, y el resto de los habitantes de la Nación. Exige la habilitación legal de los profesionales que lleven a cabo el tratamiento de dichos pacientes. Aboga por mantener en todo momento la dignidad del paciente, la no discriminación.  También propone la capacitación al personal de las distintas disciplinas, que intervienen en el proceso de atención de la Salud Mental. Se hace hincapié, en la mínima duración de la internación psiquiátrica, y el menor alejamiento posible del núcleo familiar, resaltando el carácter descentralizado que debería tener la estrategia de la atención en salud mental. Para ello propone la creación de centros de salud mental distribuidos en todos las ciudades departamentales de la provincia, integrados por profesionales de múltiples disciplinas.
Exige asimismo que la evaluación del paciente internado, sea permanente e ininterrumpida, a fin de puntuar los cambios en el estado de salud del mismo, y poder darlo de alta en cuanto desaparezca la sintomatología que justifique la internación.

El gobierno de la provincia explicita el objetivo de tender hacia la desmanicomialización, cumpliendo así el espíritu de la atención psiquiátrica dentro de los sistemas locales de salud.

Por ello, por cada cama de internación breve creada en las localidades de la provincia se indicó dar de baja cinco camas de internación psiquiátrica en hospitales de la especialidad del territorio provincial.

Los plazos y las formas establecidas en esta ley provincial, de comunicación al Ministerio de Justicia y sus funcionarios garantizan judicialmente, el carácter obligatorio y restrictivo del tratamiento en internación, y el control de su transitoriedad.

Así como la atención de la salud mental de los menores de edad, y de las personas que cursen con causas judiciales penales.

3. Ley de salud mental de la provincia de Río Negro.

La ley de Salud mental de la provincia de Río Negro evoca los principios enunciados en la Declaración de Caracas de 1990, inicialmente en su Capítulo I, donde define a la internación psiquiátrica, como la última herramienta de tratamiento, después de haber utilizado el resto de las alternativas terapéuticas.

Asimismo promueve el tiempo de su duración al mínimo posible, tendiendo a lograr una rápida reinserción comunitaria del paciente internado.

Toma ésta última en su espíritu, como reflejo y garantía de la identidad, la dignidad y el respeto de los pacientes con padecimientos de salud mental internados.

La reinserción comunitaria obliga al mantenimiento de los lazos sociales y vínculos familiares, durante todo el período de tratamiento en la internación, propiciados por el equipo terapéutico interdisciplinario, y a instancias de la misma recuperación del enfermo.

4. Ley de Salud Mental de la provincia de San Juan.
En la ley de salud mental de la provincia de San Juan, se hace hincapié defender los derechos humanos de los pacientes internados, promoviendo que puedan hacer uso de sus derechos, con el fin de alcanzar su máximo potencial como seres humanos. A tal fin se insta a una atención de tipo descentralizada con la participación de la comunidad, con la conservación de los vínculos sociales, y la reinserción del paciente en su medio, lo que implica un tratamiento lo menos restrictivo posible de su libertad. Se tiende a adoptar para ello, las estrategias de la Atención Primaria de Salud, con fines de prevención de la enfermedad mental, tanto en los niveles primario, secundario y terciario de la misma, a través de programas, la educación formal y campañas de difusión.
Tendiendo al pleno cumplimiento de los derechos humanos, debiendo para ello, realizar un intento de cambio cultural en relación a la enfermedad mental, cuyo efecto sea el evitar la discriminación y cualquier tipo de maltrato, predominando la tolerancia.
Para todo esto resuelve como necesario la provisión del personal adecuado, con capacitación permanente del mismo, que incluya la tarea de investigación, y la mejora en la calidad de la atención.

5. Ley de Salud Mental de la provincia de Santa Fe.

Esta ley explicita en su texto, el derecho del enfermo psiquiátrico, a recibir tratamiento a cargo de profesionales de salud mental, habilitados para tal ejercicio.

El mismo deberá restringir la libertad del paciente lo menos posible, para que pueda reintegrarse a su núcleo familiar y su comunidad.

Para ello deberán favorecerse las visitas, las salidas terapéuticas y todo contacto necesario para que el internado mantenga sus vínculos sociales.

Aboga por el mantenimiento de los derechos humanos de las personas internadas, cuidando primordialmente su integridad psico-física, y la custodia de sus bienes materiales.

Asimismo la ley provincial, regula la habilitación de establecimientos de salud mental públicos y privados, con la correspondiente dotación de infraestructura y recursos humanos, requeridos para su correcto funcionamiento.

La transferencia de la red asistencial que promueve esta ley, tiene como objetivo la desmanicomialización, y la descentralización de la atención.

6. Ley 10.315 de la provincia de Buenos Aires.
La ley 10.315 de la provincia de Buenos Aires, establece prestaciones asistenciales para el logro de la externación de enfermos psiquiátricos internados en el territorio de la provincia, en los casos de existir falta de familia continente y/o carencias económicas.
Las prestaciones son propuestas por la Curaduría Oficial de Alienados quien también controlará el uso del monto de las prestaciones, y otorgadas por la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires.

En el caso de enfermos dados de alta que no posean familiares, y tengan autonomía sobre su persona, se otorga una asignación por seis meses hasta tanto consigan trabajo. O al responsable de la familia, que reciba al enfermo, el monto total equivalente a seis mensualidades, o mensualmente por espacio de un año.
En el caso de la indebida afectación de los fondos, o que el enfermo no reciba la debida atención por parte de sus familiares, la Curaduría podría solicitar al Procurador General que pida a la Suprema Corte de Justicia, la suspensión o cancelación del beneficio otorgado.
En la ley 8388, la provincia de Buenos Aires, crea el Programa Provincial de Salud Mental, a cargo de la subsecretaría de Salud Pública, dependiendo del Ministerio de Bienestar Social de la provincia.

El mismo incluye un consejo provincial de salud mental, integrado por coordinadores regionales, y representantes de las asociaciones profesionales, cuyo objetivo es evaluar la ejecución del programa, teniendo en cuenta la real necesidad regional.

La descentralización de la que habla la ‘Declaración de Caracas’, se encuentra contemplada dentro de este programa de manera que el mismo crea en cada Zona Sanitaria de la provincia, una coordinación regional para la Salud Mental, integrada por un médico especialista, con funciones asistenciales, de investigación, docencia y prevención primaria, debiendo instrumentar la participación comunitaria.

Como elementos constitutivos del programa, se encuentran de acuerdo a los distintos niveles de complejidad los hospitales psiquiátricos regionales, los servicios de psiquiatría en los hospitales generales, centros de Salud Mental, en cada partido, y puestos de Salud Mental.

Estas redes locales de servicios, se integran al sistema general de salud, y su propósito consiste en estrechar sus vínculos con la comunidad.

El personal profesional que integra cada uno de estos niveles de complejidad es multidisciplinario en su formación y se dedica tanto a la asistencia de pacientes como a las tareas de prevención primaria y secundaria.
En cuanto a la participación comunitaria, se pone de manifiesto, en cuanto a los puestos de salud mental no cuentan con locales propios, sino que deben aprovechar las distintas entidades de bien público, eligiendo como líderes, a las personas que integran los cuadros de cada una de esas instituciones, y que más se encuentren sensibilizados con el tema de la Salud Mental. Los mismos a través de reuniones anuales con las distintas autoridades del programa, participan en la orientación del mismo.

Asimismo, el Poder Ejecutivo provincial, deberá destinar las partidas presupuestarias necesarias para la ejecución del programa.

7. Ley de Salud Mental de la provincia de Córdoba.
La ley de Salud Mental de la provincia de Córdoba, tiene por propósito, garantizar la vigencia de los derechos humanos y sociales, reconociendo a la Salud Mental, como una dinámica de construcción social.
En el texto de la ley se explicita, que se han tomado, para su confección, los principios rectores de la ‘Declaración de Caracas’, y otros documentos usados para orientar las políticas públicas.
El abordaje de atención en Salud Mental, deberá incluir la prevención, y ser llevado a cabo, de forma interdisciplinaria, con profesionales capacitados en su materia y en los derechos humanos, con la participación de la comunidad articulando el programa con redes institucionales de la sociedad civil.
La ley explicita que la atención en Salud Mental, debe orientarse a la desmanicomialización, y desinstitucionalización, para ello, se incluirán los servicios de Salud mental, en hospitales generales y centros de salud mental en la comunidad.
Conclusiones:
De acuerdo a los objetivos planteados para este trabajo, y la revisión sistemática realizada de la legislación en Salud Mental, a nivel nacional y provincial; podemos comprobar que la Declaración de Caracas de 1990, ha sido tomada como principio rector para la formulación de las leyes en esta materia.
En primer lugar la ley nacional de Salud Mental, con validez en todo el territorio, y que subordina cualquier otra normativa, así como rige allí donde no hay legislación al respecto, establece explícitamente en su texto, que se ha tomado para su formulación, la ‘Declaración de Caracas’, como instrumento de orientación para la planificación de políticas públicas.

En cuanto al lineamiento general, que establece la citada Declaración, acerca de la atención psiquiátrica comunitaria, descentralizada, participativa, integral, continua y preventiva, éste se halla normatizado en la Ley Nacional y en la de todas las provincias que cuentan con ley de Salud Mental.
Así como también todos estos documentos, especifican el propósito de salvaguardar, los derechos humanos, de las personas con padecimiento psíquico, con atención de los mismos, con criterios técnicos adecuados, y en lo posible en su medio comunitario. Tendiendo a la capacitación permanente de los recursos humanos empleados en la atención multidisciplinaria de estos enfermos.

Asimismo las leyes de nuestro país, contemplan la libertad de comunicación del enfermo, y las garantías judiciales dentro del marco restrictivo de la internación. Así como la organización de servicios en redes de atención incorporadas a los servicios generales de salud.
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